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León, Guanajuato, a 29 veintinueve de mayo del año 2009 dos mil nueve. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
V i s t o s  los autos del proceso administrativo identificado con el número 304/2008 JN, promovido por el ciudadano Luis Gerardo Flores López;  y,. . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que se ostentó sabedor el actor de los actos que impugna, que es el 6 seis de octubre del 2008 dos mil ocho; sin que de autos de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . .  
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en la omisión, por parte del Presidente Municipal, al cumplimiento de diversas obligaciones establecidas en la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato; no se encuentra debidamente acreditada en autos, ya que no se aporta constancia alguna que demuestre tal hecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     

CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa, los que estriban precisamente en que el actor estima que le agravia el actuar del Presidente Municipal, en referencia a que no ha dado cumplimiento a algunas disposiciones establecidas en la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, en diversos aspectos, entre otros, el no constituir el Consejo Municipal de Consulta y Participación ciudadana . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

QUINTO.- Por cuestión de orden público y de estudio preferente,  sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


La autoridad demandada, señala que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, ya que aduce que no demuestra que se afectan los intereses jurídicos del actor; pues no cumple con lo dispuesto en el artículo 251 del Código señalado; precepto que establece que sólo podrán intervenir en un proceso las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión. . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie sí se actualiza la causal de improcedencia en comento, toda vez que actor no acredita que el acto impugnado afecte sus intereses jurídicos, con base a lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El interés jurídico constituye un requisito de procedibilidad en el proceso administrativo, por lo que es necesario que se promueva en contra de actos de la autoridad administrativa y solamente lo tiene quien sea el titular de un derecho subjetivo de carácter administrativo, que esté reconocido o protegido a favor de la parte actora por un precepto jurídico contenido en la ley y que resulte afectado con un acto de autoridad; en este caso, municipal; ello en congruencia a lo establecido por los artículo 206-A, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que a la letra dicen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 206.- Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el Ayuntamiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la Administración Pública Municipal podrán ser impugnados ante los Juzgados Administrativos Municipales, cuando afecten intereses de los particulares.” . . . . 

“Artículo 251. Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

I. Tendrán el carácter de actor: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Destacándose de lo anterior, que no es suficiente la existencia de un interés simple (que la ley se cumpla) o un interés legítimo (de algunas personas situadas en una determinada circunstancia), sino que para accionar en materia administrativa, debe contarse necesariamente con un interés jurídico, mismo que debe resultar afectado con la emisión de un acto de alguna autoridad administrativa; por lo que en materia administrativa, la doctrina considera al interés jurídico como el derecho subjetivo de carácter administrativo, que faculta al particular  para exigir un actuar específico de la autoridad administrativa. . . . . . . 
Se robustece lo señalado con la siguiente Tesis de Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, contenida en la Ejecutoria publicada en la página veinticinco del Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen XXXVII, Primera Parte, que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INTERÉS JURÍDICO, INTERÉS SIMPLE Y MERA FACULTAD CUANDO EXISTEN. El interés jurídico, reputado como un derecho reconocido por la ley, no es sino lo que la doctrina jurídica conoce con el nombre de derecho subjetivo, es decir, como la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho. En otras palabras el derecho subjetivo supone la conjunción en esencia de dos elementos inseparables, a saber: una facultad de exigir y una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia, y cuyo sujeto, desde el punto de vista de su índole sirve de criterio de clasificación de los derechos subjetivos en privados (cuando el obligado sea un particular) y en públicos (en caso de que la mencionada obligación se impute a cualquier órgano del Estado). Por tanto,  no  existe derecho subjetivo ni por lo mismo interés jurídico, cuando la persona tiene solo una mera facultad o potestad que se da cuando el orden jurídico objetivo solamente concede o regula una mera actuación particular, sin que esta tenga la capacidad, otorgada por dicho orden para imponerse coercitivamente a otro sujeto, es decir, cuando no hay un poder de exigencia imperativa; tampoco existe un derecho subjetivo ni por consiguiente interés jurídico, cuando el gobernado cuenta con un interés simple, lo que sucede cuando la norma jurídica objetiva no establezca en favor de persona alguna  ninguna facultad de exigir, sino que consigne solamente una situación cualquiera que pueda aprovechar algún sujeto, o ser benéfica para éste, pero cuya observancia no puede ser reclamada por el favorecido o beneficiado en vista de que el ordenamiento jurídico que establezca dicha situación no le otorgue facultad para obtener coactivamente su respeto. Tal sucede por ejemplo, con las leyes o reglamentos administrativos que prohíben o regulan una actividad genérica o que consagran una verdadera situación abstracta en beneficio de la colectividad. Si el estatuto legal o reglamentario es contravenido por algún sujeto, porque su situación particular discrepa o no se ajusta a sus disposiciones, ninguno de los particulares que obtenga de aquel un beneficio o derive una protección que pueda hacer valer tal discrepancia o dicho desajuste por modo coactivo, a no ser que el poder de exigencia a la situación legal o reglamentaria se le conceda por el ordenamiento de que se trate. Por tanto si cualquiera autoridad del Estado determina el nacimiento de una situación concreta, que sea contraria a la primera, desempeñando un acto opuesto o no acorde con la ley o el reglamento respectivo, es a esa misma autoridad o a su superior jerárquico a los que incumbe poner fin a dicha contrariedad o discordancia, revocando o nulificando, en su caso, el acto que las haya originado, pues el particular solo puede obtener su revocación o invalidación cuando la ley o el reglamento de que se trate le conceden el poder de exigencia correspondiente”. .  

Completando lo anterior, el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Practica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Cuarta Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la página 48, define el Derecho subjetivo de carácter administrativo como: “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.” De lo que se colige que todo aquel que promueve un proceso administrativo debe contar con un derecho subjetivo previsto en la norma, para acreditar su interés jurídico. . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, el ciudadano Luis Gerardo Flores López, parte actora en el presente proceso administrativo, no acredita en forma alguna el que se vea afectado en sus bienes y derechos subjetivos por la omisión del cumplimiento de obligaciones establecidas en la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, que según afirma, incurre el Presidente Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, respecto del primer punto señalado, el actor, no demuestra cuales derechos subjetivos le han sido conculcados con la no aplicación de la citada Ley de Seguridad Pública del Estado, pues no acredita contar a su favor con algún derecho subjetivo previsto específica y diferenciadamente en la norma, y que el mismo haya sido afectado por la demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En congruencia con lo anterior, la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, ha adoptado el criterio consistente en que, para que el interés jurídico nazca, debe existir, en primera instancia, un derecho protegido por una norma y, posteriormente, su afectación. Criterio que aparece publicado con el numero 13, página 146, de la publicación que contiene los “Criterios 2000-2007” del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Esto es, el hecho de que se impugne que el Presidente Municipal no aplique, según lo señalado por el actor, diversas disposiciones de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, no implica afectación jurídica directa para un particular, a menos de que se vea directamente involucrado, esto es, que se hubiera ubicado en alguno de los supuestos de la norma, que efectivamente le hubiere concedido algún derecho específico claramente diferenciado a su favor; pero tal circunstancia no fue demostrada en la presente causa administrativa; por lo que se concluye que no se demuestra ninguna afectación al interés jurídico de la parte actora por parte de lo que reclama del Presidente Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, al quedar demostrado que en la presente causa administrativa no se acredita la afectación de los intereses jurídicos de la parte actora, es por lo que se actualiza la hipótesis de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que es procedente sobreseer el presente proceso administrativo, con sustento en lo establecido por el artículo 262, fracción II, del Código antes citado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- En virtud de que se actualiza una causal de improcedencia que trae como consecuencia el que se sobresea el presente proceso administrativo; no se hace el estudio de los conceptos de impugnación expresados por el actor, pues la actualización de la causa de improcedencia ya señalada y por ende el sobreseimiento del proceso, impide conocer respecto del fondo del asunto. . . . . . 
SÉPTIMO.-  De lo solicitado por la parte actora, se encuentra también el reconocimiento de los derechos que establecen diversas normas jurídicas a su favor y la condena a la autoridad a efecto de que se le restablezca en el pleno ejercicio de sus derechos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es improcedente lo solicitado; en primer lugar porque no especifica la parte actora en qué consisten tanto el reconocimiento del derecho como la condena a la autoridad que alega; y en segundo, en virtud de que según se desprende del considerando anterior, en el presente proceso, procedió el  sobreseimiento al no haberse demostrado la afectación a los intereses jurídicos del actor; por lo que tales acciones ejercitadas no pueden proceder porque se encuentran condicionadas al dictado de una resolución de nulidad, que es la acción principal en el proceso administrativo; la que no se dio en el presente asunto; en tanto que las solicitadas son accesorias de la misma. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior resulta congruente con el siguiente criterio emitido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenido en la publicación intitulada “Criterios 2000-2005”, editado por el propio Tribunal, el que en su página 101 señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ACCIONES PREVISTAS EN LAS FRACCIONES II Y III DEL ARTÍCULO 56 DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE GUANAJUATO. NATURALEZA ACCESORIA DE LAS.-  De las tres acciones precisadas en el artículo 56 de la Ley de Justicia Administrativa de Guanajuato, la correspondiente a la fracción I resulta ser principal respecto a las de reconocimiento del derecho e indemnización de daños y perjuicios contemplados en las restantes fracciones.  Ello es así, porque para hacer procedentes las accesorias o secundarias (fracciones II y III del numeral en cuestión) se requiere inexorablemente la declaratoria de nulidad de un acto o resolución. Ahora bien, habiendo prosperado ésta, puede conllevar ello al reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y la adopción de medidas para su pleno restablecimiento e incluso la indemnización por daños y perjuicios causados por el acto demandado que fue declarado nulo;  de tal suerte que de reconocerse la validez del acto reclamado, por encontrarse apegado a derecho, es incuestionable que las restantes acciones perderían su razón de ser. (Toca 55/03. Recurso de reclamación promovido por Ricardo Sánchez Acevedo e Isidro Sánchez Rangel. Resolución de fecha 13 de agosto de 2003). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261 fracción I, 262 fracción II, 298 y 299, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Se Sobresee el presente proceso administrativo, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Quinto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
